Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 12 minutos.) 


La Comisión de Asuntos Internacionales tiene el agrado de recibir a los doctores Fernando 
Barrios y Héctor Ferreira y al contador Miguel Rocca a los efectos de exponer sobre el Acuerdo entre la 
República Oriental del Uruguay y la República Argentina, relativo al intercambio de información 
tributaria y método para evitar la doble imposición y su Protocolo. 


SEÑOR BARRIOS.- Es para nosotros un honor estar en esta Comisión, y agradecemos el haber sido 
convocados para dar nuestra impresión sobre un tema tan importante y sensible para el Uruguay. 


Hemos seguido atentamente la actividad de la Comisión y leído las correspondientes actas; 
sabemos que han recibido a diversos invitados, quienes expusieron sus consideraciones desde el 
punto de vista técnico y político. Esto nos va a eximir de formular juicios sobre la conveniencia o 
inconveniencia de la aprobación de este Tratado, así como de reiterar conceptos que ya han sido 
vertidos por otros comparecientes. 


En consecuencia, vamos a limitar nuestra presentación a consideraciones técnicas, 
básicamente relacionadas con el tema que se está discutiendo con mayor énfasis, que es el relativo a 
la vigencia del Acuerdo -artículo 13- tal como advertimos en las propuestas formuladas por el 
doctor Leonardo Costa en la última sesión de la Comisión. 


Vamos a dividir nuestra exposición en cuatro puntos. En primer lugar, haremos una distinción 
importante entre el intercambio de información y su uso a raíz de este Acuerdo. Después vamos a 
pronunciarnos sobre la preocupación que está generando esta norma y discutir su carácter fundado, es 
decir cuáles son los motivos por los que se le está prestando tanta importancia. Como sabemos, este 
Acuerdo ya ha sido promulgado y reconocido en vía legislativa en la Argentina. Hubo una discusión 
sobre tablas, pero ni siquiera cercana a la actividad que se está desarrollando en este Cuerpo. 
Asimismo, vamos a discutir el elemento central: si se puede limitar la potestad tributaria a Argentina a 
los efectos de este Acuerdo. Por último, nos pronunciaremos sobre los mecanismos de que dispone 
nuestro país, que han sido propuestos para garantizar el uso no retroactivo de la información obtenida. 
Hacemos la distinción entre los métodos que consideraríamos deseables -más allá de la dificultad de 
su implementación- y los métodos realistas o que están al alcance del Uruguay para proceder a su 
evaluación. 


Como dije al principio, se debe hacer una distinción relevante con relación al intercambio de 
información. Entendemos que este tema estaría garantizado por el texto del Acuerdo. A nuestro juicio, 
la irretroactividad en el suministro informativo estaría preservada en los términos del Acuerdo; esto 
debe distinguirse del uso retroactivo de la información obtenida, que no estaría garantizado porque no 
surge explícitamente del texto del convenio. Si lo estuviera, no se justificaría la actividad tan 
pronunciada que está realizando la Comisión. Por ende, esta preocupación es legítima y radica en el 
posible uso retroactivo de la información que pueda hacer Argentina con posterioridad a la entrada en 
vigor del Acuerdo. 


¿Por qué existe esta preocupación? Por un lado, las autoridades argentinas del oficialismo y 
de la AFIP ya se han pronunciado respecto de la posibilidad que va a tener el Fisco argentino de hacer 
reclamaciones hacia atrás, respetando el plazo de prescripción de las correspondientes obligaciones 
tributarias. Esta preocupación es alimentada por la opinión de la doctrina argentina, que entiende que 
la AFIP no sólo podrá ir hacia atrás, sino que tendrá la obligación de hacerlo en virtud del principio de 
indisponibilidad del crédito fiscal. Esta opinión ha sido sostenida por Fraga, que es un autor argentino 
que escribió un Tratado sobre la información tributaria, y por eso merece ser tenida en cuenta. Por su 
parte, la doctrina uruguaya tampoco ha sido unánime ni en un sentido ni en otro. Existen opiniones que 
entienden que sería procedente un uso retroactivo de la información por parte del Fisco argentino, en 
tanto que otros consideran que el Acuerdo impediría esta posibilidad, por supuesto que cada uno con 
fundamentos y opiniones muy respetables. En definitiva, de este escenario podemos concluir que el 


texto del Acuerdo no es claro -ni en un sentido ni en otro- no dando certeza jurídica sobre la 
proscripción de un eventual uso retroactivo de la información obtenida en virtud del convenio. Lo que 
digo está de manifiesto desde el momento en que la doctrina muestra posiciones antagónicas sobre si 
el Fisco argentino va a poder, o no, hacer uso retroactivo de la información. 


La Comisión ha invocado el artículo 28 de la Convención de Viena sobre Derecho de los 
Tratados que sienta el principio de la irretroactividad, como un argumento favorable de que no 
correspondería el uso retroactivo de la información. Entendemos que este artículo no sirve para 
alimentar algo de esta naturaleza, dado que lo que estamos discutiendo no es si Uruguay va a estar 
obligado a hacer un suministro informativo sobre períodos anteriores a la entrada en vigencia del 
Acuerdo, sino si Argentina va a poder hacer un uso retroactivo de la información una vez que le sea 
brindada. También hay que tener presente que en la doctrina internacional existen opiniones favorables 
a intercambios retroactivos de información. Este entendimiento también es el que prima en los 
comentarios a los modelos de OCDE y ONU ya que no son contrarios a intercambios retroactivos de 
información, lo que nos habilita a preguntarnos: ¿si la propia OCDE, merced al Comité de Asuntos 
Fiscales, entiende procedente la retroactividad en el intercambio de información, por qué luego 
habilitaría a un Estado a impedir el uso de esa información para reliquidar obligaciones tributarias no 
prescriptas? Realmente sería una inconsecuencia y ese es un punto que hay que tener presente. 


También hay que considerar que esta retroactividad en el suministro informativo y en la 
relación comunicacional, como lo denomina Rosembuj, no es un valor inconmovible desde el momento 
en que la OCDE ya ha advertido su voluntad de reforzar los estándares en materia de transparencia 
fiscal. Este año recibimos la visita de un profesor italiano, Pasquale Pistone, quien justamente advirtió 
sobre la voluntad de la OCDE de reforzar los requisitos y los estándares de transparencia. 


Finalmente, quiero decir que se cuenta con un Manual de Implementación de las 
Disposiciones relativas al Intercambio de Información con fines tributarios, aprobado por el Comité de 
Asuntos Fiscales en 2006, donde expresamente se dice que si el uso de la información no está 
permitido por razones temporales, la cuestión tiene que ser resuelta según las reglas sobre 
prescripción del país en donde la información debe ser utilizada. A raíz de esta declaración hecha en 
este manual, la doctrina entiende pacíficamente que las cuestiones sobre prescripción son de resorte 
exclusivo de la autoridad requirente, quien en definitiva va a hacer las operaciones de determinación, 
liquidación y cobro de los impuestos. En el artículo 9 del Decreto N* 313/11 que reglamenta el 
procedimiento para el intercambio de información para todos estos instrumentos que Uruguay está 
suscribiendo -tanto los acuerdos como los convenios que contienen la cláusula del artículo 26 del 
modelo de OCDE- se afirma bajo el título “Prescripción de Obligaciones Tributarias” que en el caso de 
solicitudes de intercambio de información recibidas, se estará a los plazos de prescripción de las 
obligaciones tributarias establecidos por la autoridad competente del Estado requirente. Es decir que 
nosotros, a través de este decreto reglamentario del procedimiento de información, en virtud de los 
instrumentos que Uruguay ratifica, reconocemos que la prescripción de las obligaciones es resorte del 
Estado requirente. Estos son, todos, elementos que hay que considerar al momento de ponderar si del 
texto del Acuerdo podemos deducir efectivamente que existe una proscripción para un uso retroactivo 
de la información. 


A nuestro juicio y quitando los rótulos, lo que aquí se plantea es si Uruguay puede limitar la 
potestad tributaria de Argentina. ¿Uruguay puede limitar la potestad tributaria argentina de forma 
unilateral? ¿Puede hacerlo en virtud de este Acuerdo de intercambio de información? ¿Puede hacerlo 
sin un consentimiento o sin una manifestación de Argentina? Nos apresuramos a decir que Uruguay no 
puede unilateralmente limitar potestad tributaria de Argentina y que será necesario contar con una 
manifestación expresa o tácita de ese país para que exista una limitación de su potestad tributaria 
legítima, en virtud de los mecanismos que vamos a comentar. ¿De qué elementos dispone Uruguay 
para sortear esta problemática de la potencial retroactividad en el uso de la información? Los 
mecanismos deseables, los que otorgarían mayores garantías y mayor seguridad jurídica -pero no se 
nos oculta que, en el presente estado de relaciones entre ambos países, su concertación es más 
dificultosa y quizá imposible- son los mecanismos bilaterales, los protocolos de enmienda del Acuerdo 
y el canje de Notas Reversales, como el que Uruguay hizo con Suiza y recientemente fue aprobado 
por el Poder Legislativo. 


De hecho, Argentina ya ha recurrido a este mecanismo de canje de Notas Reversales en su 
Convenio suscrito con Suiza -que hoy no está vigente- donde expresamente declaró que no adoptará 
medidas administrativas contrarias a sus normas y prácticas o que fueran contrarias a su soberanía, a 
su seguridad o a sus políticas. Véase la amplitud de esta declaración que hizo Argentina, esta 
interpretación respecto del Convenio que la vinculó con Suiza. 


Estos serían los mecanismos deseables, pero entendemos que, en el estado actual, Uruguay 
difícilmente podría echar mano de ellos. Por lo tanto, ¿qué le queda a nuestro país? Buscar 
mecanismos unilaterales y tratar de ver en ellos la viabilidad para obtener una solución apropiada a 
esta problemática del eventual uso retroactivo de información. Dentro de estos mecanismos 
unilaterales -aquí nos vamos acercando al tema que ha sido planteado en esta Comisión por el doctor 
Costa- tenemos, por un lado, la reserva del Tratado, y por otro, la posibilidad de incluir una declaración 
interpretativa ya sea simple o condicional, distinción a la que me referiré más adelante. 


En el análisis de este tema es necesario tener presente la Convención de Viena sobre el 
Derecho de los Tratados y también la Guía de la Práctica sobre las Reservas a los Tratados, que ha 
sido aprobada por la Comisión de Derecho Internacional de las Naciones Unidas en el año 2011. Se 
trata de un texto muy reciente, que -por supuesto- no tiene carácter vinculante, pero como dice su 
propio rótulo, es una guía a seguir por todos los Estados en lo que hace a este tema y considero que 
presta soluciones dignas de atender. 


Para empezar, sobre la posibilidad de reserva del Tratado, hay que tener claro desde un 
principio que estos acuerdos de intercambio de información tributaria, así como los convenios de doble 
imposición, no son otra cosa que tratados, sin importar su denominación; por lo tanto, les son 
aplicables todas las reglas de Derecho de los Tratados contenidas básicamente en la Convención de 
Viena, así como las demás normas internacionales pertinentes. A su vez, por aplicación de la 
mencionada Convención, por ser tratados pueden ser objeto de reservas, tanto al momento de la 
rúbrica -lo que se denomina “reserva embrionaria”- como en cualquier etapa posterior -“reservas 
tardías”- sea legislativa o de ratificación. A tal punto puede un tratado ser objeto de reserva posterior a 
la rúbrica -lo menciono porque advierto que esta cuestión de formular reservas una vez firmado el 
tratado ya se ha planteado en esta Comisión- que Argentina, a la hora de ratificar la propia Convención 
de Viena sobre Derechos de los Tratados, no solo realizó reservas sino que, incluso, hizo 
declaraciones interpretativas. Este es un indicativo más que visible de la legitimidad de esta posibilidad. 


Todos sabemos lo que es una reserva: la declaración unilateral formulada por un Estado, por 
un sujeto de Derecho Internacional, al manifestar el consentimiento en sentido amplio de obligarse a un 
tratado, con el objeto de excluir o modificar algunas de sus disposiciones. En este convenio que 
estamos analizando no existe ninguna prohibición expresa a la formulación de reservas; en 
consecuencia, para analizar la pertinencia o la validez de una reserva tendría que atenderse 
únicamente a su compatibilidad con el objeto y el fin del tratado. Sabido es que no se pueden formular 
reservas cuando ellas comprometen la finalidad o el objeto mismo del tratado. 


Ahora bien, ¿cuál es la utilidad de plantear una reserva en el caso de un examen? A nuestro 
juicio, si se optara por ese camino, la reserva -y su correspondiente aceptación, porque ese es un 
punto que también conviene destacar; la reserva debe ser aceptada, tanto expresa como tácitamente, 
dejando pasar el plazo fijado en la Convención para oponer una objeción- tendría que delimitar 
claramente la abdicación del Fisco argentino en cuanto a determinar o reliquidar impuestos cuyo hecho 
generador hubiera acaecido en períodos anteriores a la entrada en vigencia del Tratado. Como dije, 
para que la reserva surta sus efectos debe ser expresamente aceptada por Argentina, o sea que no 
formule objeciones y la tenga por aceptada. Entendemos que esta posibilidad de formular reservas no 
podría merecer una objeción de parte de Argentina desde el momento en que el vecino país se ha 
permitido formular reservas al Tratado Multilateral N* 127; estamos hablando de la Convención sobre 
Asistencia Administrativa Mutua en Materia Tributaria, donde Argentina ha limitado, mediante reservas, 
sus obligaciones en cuanto a prestar asistencia sobre algunos impuestos y también sobre ciertas 
operaciones que le son requeridas por los otros Estados signatarios. En consecuencia, entendemos 
que si Uruguay adoptara este camino, no podría merecer una objeción en carácter de legitimidad de 
parte de Argentina. 


La otra opción que existe es una declaración interpretativa. Se trata de una manifestación 
unilateral que hace un Estado, que no modifica el acuerdo, sino que simplemente se limita a precisar 
el contenido de algunas de sus disposiciones y a dar certeza; puede merecer una oposición o una 
recalificación de la otra parte; esta es una posibilidad que tiene la contraparte, que debe tenerse 
presente. Estas declaraciones pueden ser formuladas en cualquier momento, de conformidad con lo 
que establece la guía a que hice referencia anteriormente. Uruguay, por ejemplo, no tendría ningún 
problema en formular una declaración interpretativa en la aprobación de este instrumento internacional. 


Queremos aclarar que hay dos tipos de declaraciones interpretativas: simples y condicionales. 
Una declaración interpretativa simple no resulta vinculante para la otra parte en tanto no sea aceptada. 
Para que la otra parte asuma una obligación en virtud de una declaración de este tipo, debe ser 
aceptada, tanto expresa como implícitamente. La aprobación de una declaración interpretativa no se 
presume ni puede inferirse del silencio del otro Estado, pero en casos excepcionales puede inferirse 
del comportamiento posterior, teniendo en cuenta todas las circunstancias pertinentes, conforme la 
guía que mencioné anteriormente. Si el otro Estado acepta la declaración interpretativa formulada, se 
consolida una interpretación auténtica del Tratado. Esto quiere decir que si existe una aceptación 
expresa de esa interpretación, se la reputa auténtica del contenido del Acuerdo. 


Entendemos que estas simples declaraciones interpretativas no servirían para limitar la 
potestad tributaria argentina, desde el momento en que no serían vinculantes y una mera inacción del 
vecino país no alcanzaría para inferir su aceptación. Por ende, habría que remitirse a la otra categoría 
de declaración, es decir, a la interpretativa condicional. 


¿Cómo podríamos definir una declaración interpretativa condicional, conforme a la guía de 
referencia? Es cuando el Estado que la formula condiciona su consentimiento en obligarse por ese 
Tratado a que determinada interpretación que formula sea aceptada. Es decir, se supedita el valor 
obligatorio del tratado a que la otra parte acepte una interpretación que se formula. Este tipo de 
declaración tiene antecedentes en el Derecho Internacional; Francia, por ejemplo, ha utilizado este 
instrumento en acuerdo con países latinoamericanos, aunque no en materia tributaria; concretamente, 
supeditó el carácter vinculante de la declaración a que se aceptara una determinada interpretación 
respecto a una de sus disposiciones. Este carácter le confiere, en los hechos, una similitud con el 
régimen de las reservas. 


El Tratado que estamos analizando no proscribe la posibilidad de formular declaraciones 
interpretativas, ya sean simples o condicionales; en consecuencia, entendemos que es procedente. 


Es importante tener en cuenta -a raíz de lo que se expresa en la referida guía- otro aspecto 
que también es extensible a las declaraciones interpretativas: el autor de una reserva válida tiene 
derecho a no cumplir con el Tratado sin el beneficio de su reserva o de su correspondiente 
interpretación; es decir que tiene el derecho de oponerse a que se le otorgue carácter vinculante al 
acuerdo si no es aceptado o si debe renunciar al beneficio de la reserva o de la interpretación 
formulada. 


A continuación, nos gustaría pronunciarnos sobre la propuesta que se ha hecho en esta 
Comisión relativa a una declaración interpretativa en el sentido de catalogar a la excepción de orden 
público, como causal denegatoria de una solicitud. 


Sabemos que las causales previstas no operan ¡pso jure, sino que es facultativo del Estado, 
ante una circunstancia calificada como causal de excepción, decidir si cursa o no una solicitud, si hace 
lugar o no al suministro de información. Reconocemos la agudeza del doctor Costa en haber advertido, 
en esta causal de denegación, un argumento interesante para solucionar el problema del potencial o 
eventual uso retroactivo de la información. Pensamos que si se decide incluirlo, debería tratarse de una 
declaración interpretativa de carácter condicional para reforzar, en consecuencia, su fuerza y su 
carácter vinculante. Entendemos que esto otorgaría un argumento oponible por el potencial afectado 
en el intercambio, en oportunidad de la vista previa que preceptivamente se le debe dar por aplicación 
del artículo 10 del Decreto N2 313/11. Otro argumento favorable a su inclusión es que podría 
fomentar una declaración argentina manifestando aceptar la interpretación uruguaya a efectos de no 


ver rechazadas futuras solicitudes de intercambio. Finalmente, y quizá lo más importante, es que ello 
garantizaría la seguridad jurídica y respetaría el principio de las situaciones jurídicas consolidadas. 


Esos son los argumentos favorables que vemos en esta propuesta que, reiteramos, 
consideramos muy interesante y seductora. 


Pasaremos ahora a formular algunos cuestionamientos que, entendemos, deberían ser 
tenidos en cuenta a la hora de valorar la procedencia de esta solución. 


Un primer cuestionamiento ya ha sido formulado aquí por el señor Senador Pasquet. Esta 
solución podría ser burlada toda vez que la información saliera de la jurisdicción uruguaya, es decir, del 
poder de la autoridad competente uruguaya. Esta es una realidad innegable que debe tenerse 
presente. A su vez, si esta circunstancia generara una sistemática suspicacia que implicara que cada 
solicitud que hiciera Argentina fuera mirada, a priori, como posible oportunidad de aprovechamiento 
retroactivo de esa información y, por ende, se denegara preventivamente, en los hechos se terminaría 
anulando el fin y el objeto del tratado. Esto debe ser tenido en cuenta porque, como dijimos, las 
interpretaciones tienen que guardar correspondencia con el objeto y fin del tratado. 


Los comentarios y el manual de implementación de las normas sobre intercambio de 
información, expresamente declaran que la aplicación de esta excepción debe ser restringida y limitada 
a casos excepcionales, esto es, persecuciones raciales y políticas e informaciones que puedan revelar 
secretos de Estado. Corresponde que nos preguntemos, entonces, si la pretensión de Argentina - 
legítima o no- de ejercitar potestad tributaria sobre obligaciones no prescritas, puede entrar en este 
supuesto. 


De acuerdo con la guía a que hicimos referencia, una reserva o una interpretación por la que 
se proponga excluir o modificar efectos jurídicos de ciertas disposiciones del Tratado para preservar 
otras del Derecho interno, solo podrá formularse en la medida en que no se afecte un elemento 
esencial del Tratado ni su estructura general. Y nos volvemos a preguntar lo siguiente. Esta 
declaración, ¿no implicará, en los hechos, un obstáculo al intercambio informativo que Argentina 
reclama legítima o ¡legítimamente -eso podrá discutirse- para ejercer potestad tributaria sobre tributos 
no prescriptos? 


Por último, nos gustaría hacer referencia a un antecedente que conviene tener presente. Más 
allá de que ahora nos encontremos en el ámbito del Derecho Internacional Público, conviene tener en 
cuenta que Uruguay, en oportunidad de la Convención Interamericana sobre Normas Generales de 
Derecho Internacional Privado -CIDIP ll- de 1979, formuló una declaración en la que limitó el alcance 
de la excepción de orden público al orden público internacional, que es diferente al orden público 
interno. No todo lo que es orden público interno, pertenece al orden público internacional. Reitero que 
existe una declaración formulada por Uruguay que limitó esta excepción en caso de ser vulnerados de 
manera patente, concreta, grave y manifiesta, normas y principios esenciales del orden público 
internacional en los que cada Estado asienta su individualidad jurídica. En consecuencia, nos 
preguntamos si la pretensión de Argentina de ejercitar potestad tributaria sobre obligaciones no 
prescriptas puede calificarse como una lesión al orden público internacional. 


Queríamos que este antecedente se tuviera presente como un posible argumento que pudiera 
ser empleado eventualmente por Argentina a la hora de interpretar esta declaración. 


Muchas gracias. 


SEÑOR FERREIRA.- A efectos de no abusar del tiempo de los integrantes de la Comisión, dispusimos 
que el doctor Barrios expusiera, en nombre de los tres, el material que trajimos. 


Simplemente, me gustaría realizar una aclaración a lo que se ha expresado. En la última parte 
de la exposición se hizo referencia al orden público y a cómo se maneja este concepto en el artículo 6 
del Acuerdo, numeral 1, literal (c). Concretamente, esta disposición habla meramente de orden público 
sin identificar si se trata de orden público interno u orden público internacional. De ahí la última 


reflexión en el sentido de que Uruguay ya tomó partido acerca de a qué se quería hacer referencia. Es 
decir que cuando nos referimos a orden público, nos referimos a orden público internacional. 


Quedamos a disposición de los señores Senadores a efectos de responder las preguntas que 
quieran plantear. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores no tienen preguntas que realizar, agradecemos muy 
especialmente su presencia. 


(Se retiran de Sala los doctores Fernando Barrios y Héctor Ferreira y el contador Miguel 
Rocca.) 


(Ingresan a Sala los doctores Carlos Loaiza y Leonardo Costa) 


La Comisión de Asuntos Internacionales recibe con mucho gusto a los doctores Carlos Loaiza 
y Leonardo Costa a efectos de escuchar su opinión sobre el Acuerdo entre la República Oriental del 
Uruguay y la República Argentina relativo al intercambio de información tributaria y el método para 
evitar la doble imposición y su protocolo. 


SEÑOR COSTA.- Buenas tardes, señores Senadores. 


Quiero referirme a mi anterior comparecencia en esta Comisión en la que planteamos las 
dificultades relacionada con la aplicación del Acuerdo, básicamente en cuanto a los efectos hacia el 
pasado de informaciones obtenidas una vez que entre en vigencia. En este sentido, entiendo que en 
algunos aspectos se puede interpretar que el uso en Argentina de informaciones obtenidas en Uruguay 
por aplicación del Acuerdo, no por efecto de la retroactividad sino por el efecto que esa información 
tiene hacia el pasado en aquel país, podría ser violatorio, por un lado, de la voluntad misma del 
Acuerdo en cuanto a su no retroactividad y, por otro, de alguna cláusula vinculada al orden público 
interno. Por eso, pensamos que era posible realizar alguna interpretación o directamente una reserva 
en la aprobación del Acuerdo, en lo que tiene que ver con un aspecto que entendemos que no es 
violatorio de la voluntad en sí misma de firmarlo sino que, por el contrario, puede proteger a aquellos 
ciudadanos argentinos que tengan bienes en el Uruguay y que, eventualmente, basados en una regla 
de juego anterior de no intercambio de información, no los hayan declarado en Argentina. Ante esto, 
consideramos que se puede plantear -así lo habilita el Derecho de los Tratados- un artículo 2* y, 
básicamente, su redacción sería la que figura en el texto que envié a los miembros de la Comisión. En 
dicha redacción se hace una reserva en cuanto a la interpretación del concepto de orden público 
interno. Hace aproximadamente veinte días, el Senador Lacalle planteó justamente la posibilidad de 
que yo acercara a la Comisión el texto de este artículo, lo cual hice. Creo que el artículo en sí mismo es 
explicativo de la posición que en su momento sustenté. 


SEÑOR RUBIO.- Los doctores que intervinieron aquí hace unos minutos sostuvieron que, en realidad, 
en el Acuerdo no se discrimina si se trata de orden público interno o de orden público internacional y 
que eso podría constituir una debilidad. Me gustaría conocer la opinión del doctor Costa en este 
sentido. 


SEÑOR COSTA..- Entiendo que cuando se habla de orden público, de acuerdo a las notas de la OCDE 
y, en particular, al modelo de tratado de intercambio de información del año 2002 y al modelo de 2005 
en el cual, mediante el artículo 26, se habilita el intercambio de información, se hace referencia al 
orden público interno y no al internacional. De todos modos, en cualquiera de las dos vertientes estos 
aspectos que planteo hacen al ADN jurídico de un país. En ese sentido, me parece que podría ser 
razonable, si el Senado así lo entiende, que se hiciera mención a la reserva en cuanto a este punto. 


Estos días he reflexionado en cuanto a qué sucedería si Uruguay hace, efectivamente, una 
reserva del Tratado. Naturalmente, ante ello hay dos posibilidades, y una es que la República Argentina 
acepte y atienda esta reserva. Si estuviéramos en aplicación del principio de buena fe negocial, 
debería hacerlo porque, claramente, el principio de no retroactividad, que fue consagrado 
expresamente, tiene este efecto; de lo contrario, estaríamos birlando por la puerta trasera lo que 


firmamos, y no me parece que sea esa la voluntad de los países. Pero en el supuesto de que lo acepte 
-que, en definitiva, es razonable pensar que lo haga- no habría ningún problema. El problema sería que 
no lo aceptara. Al menos, tendríamos que haber conocido la posición de la República Argentina y 
haberles enviado también el mensaje a los ciudadanos argentinos que tuvieran bienes acá. Si no lo 
acepta, nuevamente se abren dos escenarios: Uruguay puede aceptar y decir que mantiene la reserva 
o, por el contrario, afirmarse en lo que fue la voluntad. Pero, por lo menos, lo habremos previsto, 
mandando un mensaje a esos ciudadanos. Este es un tema que causa preocupación en muchos 
ciudadanos argentinos. Por suerte para el país, por las condiciones que les ofrecemos, día a día son 
más los que confían en las reglas que, más allá de las diferencias que se puedan tener, todos 
aceptamos como de convivencia en un Estado de Derecho. 


SEÑOR LOAIZA.- Quiero señalar que también acerqué algunas impresiones en las que brevemente - 
en la última comparecencia que compartimos con el doctor Leonardo Costa- comentaba la opinión 
acerca de este Acuerdo en cuanto a sus aristas en este momento, es decir, en el momento de 
aprobación parlamentaria, una vez que ha sido firmado. Tal como lo hemos sostenido públicamente, 
entendemos que el Acuerdo es parte de las exigencias impuestas por la OCDE y que esas exigencias 
no se ven satisfechas solamente con la firma, sino que el informe emitido por esta Organización exige 
que se aprueben los Acuerdos y que estén en vigor. Esto está establecido específicamente en la 
página 61 del informe sobre Uruguay. No obstante, luego de las últimas noticias en materia del avance 
de la convergencia de Uruguay hacia los estándares tributarios internacionales -que son: haber salido 
de la lista gris y el anuncio de que es inminente el pasaje a la Fase ll “peer review”, es decir, la revisión 
por los pares- no se puede negar que existe más distención en cuanto al tiempo de que se dispone 
para cumplir con esta exigencia de aprobación del Acuerdo. Quiere decir que tenemos más tiempo 
para pensarlo, sin embargo se ha convertido en un asunto bilateral. ¿Qué quiero decir con esto? El 
tema sigue siendo multilateral, pero hay más juego para vincularlo con otros asuntos bilaterales; no se 
puede confundir que sea bilateral, pero puede utilizarse en el marco de esa relación bilateral, tan 
álgida, que compartimos con el vecino país. 


Con respecto al Acuerdo en sí mismo, quiero reiterar que siempre es preferible tener un 
convenio para evitar la doble imposición, antes que el Acuerdo que hemos firmado, y cualquier persona 
con conocimientos técnicos en la materia lo tiene que reconocer. En mi opinión, el hecho de haber 
llegado a esta posición -así como, en su momento, estuvimos en la lista negra, aunque sea por pocas 
horas- refleja que nuestra postura hacia la OCDE ha sido reactiva, defensiva, y que en el futuro debería 
ser proactiva. Es decir, Uruguay debería ingresar directamente en un proceso de convergencia hacia la 
OCDE que le permita conocer de primera mano cuáles son sus exigencias, no por considerarlas 
buenas, sino para anticiparse a ellas. 


Otro ejemplo fue el cuestionamiento que se hizo al sistema de Acciones al Portador. Lo 
anuncié un año antes en El Observador porque se lo habían dicho a Panamá en negro sobre blanco. 
Creo que esto implica que hubiera sido mejor un convenio para evitar la doble imposición. Ahora bien, 
el Acuerdo que se firmó tiene muchos aspectos técnicos favorables para el Uruguay, lo que tampoco se 
puede desconocer. 


En la síntesis que realicé me referí a lo siguiente. Es un Acuerdo a requerimiento expreso, o 
sea que no es automático, las Administraciones no están conectadas, sino que se tiene que pedir la 
información -lo que da mucho juego para el rechazo de las solicitudes-; es un Acuerdo que confiere una 
discrecionalidad importante a nuestra Administración para negarlo -el doctor Costa mencionó que 
existe oportunidad, según nuestros procedimientos internos, para que Uruguay niegue esta información 
acudiendo a algún instituto jurídico conocido-; y, por último, es un Acuerdo que incluye una cláusula 
para evitar la doble imposición. ¿Es mejor que no tenerla? Sí. ¿Esto es igual a un convenio para evitar 
la doble imposición? No, porque aquí no se está resignando a tributación o recaudación, pero por lo 
menos en una cláusula se está dando buena fe, lo que nos hace pensar que se puede evitar la doble 
imposición. 


Respecto de la propuesta del doctor Costa de hacer una interpretación del concepto de orden 
público por parte de Uruguay, cosa que nos parece atinada y sumamente respetable, entendemos 
importante considerar -lo dijimos antes, en aquella comparecencia, y ahora lo mencionamos con más 
precisión- que es un Tratado de Derecho Internacional Público, que se rige por las normas del Derecho 
Internacional Público y, en particular, por la Convención de Viena del Derecho de los Tratados que está 


internalizada en Uruguay por la Ley N* 16.713 de 1991 y, por tanto, despliega sus efectos entre las 
partes, salvo que éstas realicen alguna exclusión, que es a lo que se refería el doctor Costa, es decir, 
que realicen una reserva, modificación o exclusión de alguna parte del Acuerdo o una interpretación. 
En ambos casos se trata de declaraciones unilaterales que tienen que ser convalidadas por la 
contraparte. Tanto para excluir los efectos de la reserva como para interpretar de cierta manera alguna 
parte del Acuerdo -me refiero a la interpretación oficial constante de la vigencia del Acuerdo por parte 
de alguno de los dos Estados y no por alguno de sus operadores, como pueden ser el Poder Judicial o 
la Administración, aunque esa es otra posibilidad que voy a comentar después- Uruguay tendrá que 
hacer una comunicación formal, una correspondencia, a la Argentina y, entonces, hay que tener bien 
claro que será un evento de entidad política, sobre todo si lo juzgamos por la correspondencia que 
mantuvimos con Argentina recientemente a raíz del tema del dragado del Canal Martín García. Por 
más elegancia y sofisticación diplomática que se tenga en esa comunicación, creo que el sistema 
político debe tener presente que va a generar un evento de entidad en nuestras relaciones con 
Argentina, que no son sencillas. También es cierto que no es el momento de mayor fortaleza de 
Argentina en la comunidad internacional, pero no se puede esconder que va a generar un evento 
político que hay que tener en cuenta antes de tomar cualquier decisión. 


Otra opción es no hacer reservas ni interpretaciones oficiales, sino interpretar el Acuerdo en 
ocasión de las solicitudes que en cada oportunidad realice la República Argentina. Esa es una opción 
que, claramente, no genera el ruido político que implica una comunicación formal al otro país. A mi 
juicio -sin los efectos que menciona el doctor Costa, que entiendo que son positivos- si el sistema 
político uruguayo está decidido a que Argentina aclare cómo va a interpretar el Acuerdo, por ejemplo, 
en términos de retroactividad, hacer la correspondencia es la mejor opción para que Argentina se 
sincere o haga una interpretación que no nos guste y, por tanto, no se apruebe el Acuerdo. Si 
queremos llegar a eso, es una oportunidad, pero si no queremos provocar esa situación, la otra opción 
es que nuestros operadores jurídicos, en ocasión de aplicar el Acuerdo, lo interpreten con los 
instrumentos que da la Convención de Viena que, entre otros, prevé el considerar la buena fe de las 
partes al negociar y suscribir el Acuerdo. Al igual que el doctor Costa, creo que Uruguay consideró de 
buena fe que no era retroactivo y si Argentina lo quisiera aplicar de forma retroactiva, podría ser una 
ocasión clarísima para negar la solicitud o también para hacer eventualmente una denuncia, aunque 
eso también tenga connotaciones políticas. 


Lo dicho se vincula, además, con la interpretación que haga Uruguay del Acuerdo. Una 
interpretación del orden público es el término que prefería el doctor Leonardo Costa y que incluye en su 
propuesta de artículo. A mi entender, el orden público en los tratados internacionales tradicionalmente 
se relaciona con el orden público internacional, esa ha sido la interpretación que ha tenido en el 
Derecho Internacional Privado y en los instrumentos de Derecho Internacional Público. Se da en casos 
muy extremos como, por ejemplo, la consideración de lo que es la familia y las discriminaciones 
raciales entre particulares. No obstante ello, es correcto lo que mencionaba el doctor Costa en cuanto a 
los comentarios oficiales del convenio para evitar la doble imposición de la OCDE en las versiones de 
2002, 2005 y en la más reciente de 2010. Precisamente, el comentario 19.5 refiere al orden público, 
pero no discrimina que sea al orden público internacional. Incluso, los casos con los que se ejemplifica 
el orden público no son los típicos del orden público internacional o, por lo menos, no son solo esos 
porque se menciona claramente que las investigaciones que generen el pedido de información por 
parte del Estado requirente serán motivadas por razones políticas, raciales, de persecución religiosa o 
cuando constituye un secreto de Estado o está vinculado a esto. 


De manera que, en resumen, creo que este Acuerdo es una exigencia multilateral en el 
proceso de convergencia por el cual Uruguay está comprometido con la OCDE. En mi opinión, en el 
futuro ese compromiso no debería ser reactivo sino proactivo y debería implicar el ingreso a la OCDE. 
Esto lo digo sin ingenuidad y no por pensar que se trate de países moralmente buenos, sino porque 
creo que nos va a dar, de primera mano, conocimiento de cosas que debemos saber y ante las que 
tendremos que reaccionar a tiempo. 


Sin embargo, el hecho de que hayamos tenido buenas noticias en ese proceso nos da más 
tiempo para decidir y eso es, precisamente, lo que creo que el Parlamento, con responsabilidad, está 
haciendo, es decir, aprovechar el tiempo para informarse, conocer y ver qué posición tomar. 


De todos modos, este sigue siendo un asunto bilateral regido por la Convención de Viena 
sobre el Derecho de los Tratados y, en esa línea, las opciones de Uruguay son, explícitamente, hacer 
una reserva o una interpretación unilateral -y, por lo tanto, comunicarla a Argentina para que pueda ser 
oponible al otro país, generando un evento político- o dejar el tema librado a sus operadores en 
ocasión de aplicar el Acuerdo, lo que creo que no genera ese evento político y puede dar margen en la 
línea que mencionaba el doctor Leonardo Costa, en el sentido de utilizar el concepto de orden público, 
no solo referido al orden público internacional sino también al orden público, no diría interno pero, al 
menos, según la interpretación que dan los comentarios del modelo OCDE en el parágrafo 19.5. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Quiero hacer una pregunta respecto al argumento que se está 
utilizando en segundo lugar, es decir, el de no plantear una reserva que se someta a una imposible 
aceptación, dadas las circunstancias de la República Argentina. Me refiero al argumento de que, en 
cada uno de los casos, se reaccione en el sentido que nos interese y convenga, apuntando a la 
defensa de los intereses de quienes buscaron refugio en nuestro país para sus bienes e inversiones. 


Concretamente, quiero saber qué valor tendría en la interpretación del Tratado -de Acuerdo a 
la especialidad de nuestros invitados- que, por ejemplo, en los informes que se presenten -ya sea por 
escrito o verbalmente- se opine de esa manera y, a su vez, cómo influiría si todos quienes vayamos a 
opinar sobre esto así lo manifestemos, es decir, que al tema lo entendemos en ese aspecto y con esa 
limitación. No sé si en este caso, para la interpretación, rige la historia fidedigna de la sanción y si eso 
podría darle a un Juez nuestro un respaldo para decir que se afilia a la interpretación bajo la cual el 
Parlamento de su país aprobó este Acuerdo. 


Se me ocurre que esto no ha de tener el mismo valor que para el Derecho Interno tiene lo que 
dice el Código Civil, pero me gustaría saber, desde el punto de vista de nuestros invitados, si mañana 
tienen que apoyarse en una manifestación de este tipo, qué valor le darían como arma más o menos 
viable para ir a lo segundo, es decir, para fortalecer la posición de nuestros magistrados en la defensa 
de esta gente. 


SEÑOR COSTA.- Tomando en cuenta la pregunta del señor Senador Lacalle Herrera, como abogado y 
como tributarista debo decir que prefiero tener el argumento de que aquí se está haciendo mención a 
esto. Voy a ser sincero: el tema no lo habíamos preparado con el doctor Loaiza pero, en parte, la razón 
de ser de mi primera presentación fue, justamente, tratar de que en algún momento el tema fuera 
discutido para que, eventualmente, algún Juez al momento de interpretar pueda entender que se 
podría estar afectando algún valor jurídico trascendental. Además, prefiero tener el argumento, a no 
tenerlo. 


Ahora bien, si me pongo a interpretar que esta es una norma de Derecho Internacional, la 
voluntad del Estado estaría dada por la ratificación sin más, que a su vez me lleva a considerar cuál fue 
la voluntad del Poder Ejecutivo, que fue el que negoció este Tratado. Entonces, por ejemplo, si un juez 
dijese, sin que existiera reserva, que entiende como salvedad que el país requirente asegure que no va 
a hacer una utilización retroactiva -que es algo que los jueces uruguayos podrían llegar a poner como 
condición en el intercambio- podría generar responsabilidad internacional para el Uruguay. Yo, en el 
caso de la República Argentina, si eso no fue negociado y quisiera aplicar hacia el pasado estas 
normas, podría decir que se están violando las normas del Derecho Internacional Público. Por lo tanto, 
prefiero tener un argumento y como abogado pelear con ese argumento que este Parlamento me dé; 
pero si me preguntan cuál es mi mayor seguridad, digo que prefiero la voluntad expresa. 


SEÑOR LOAIZA.- Creo que hay varias aristas relevantes en la pregunta del señor Senador Lacalle 
Herrera. 


En primer lugar, como veíamos, hay dos opciones. La primera -que es la que quería trasmitir- 
es que si tomamos la opción de dar un valor a una interpretación de orden público de no retroactividad 
por considerar que no quedó clara en el texto del Acuerdo, deberíamos, por el Derecho de los 
Tratados, trasmitirlo a la República Argentina, bajo la probable negativa de ese país o, al menos, una 
respuesta hipócrita. En el mejor de los casos, se trataría de una respuesta no realista, si se cumple lo 
que entendemos es su voluntad de aplicarlo retroactivamente o, francamente, una respuesta en 
oposición a nuestra postura. Si se da esa respuesta, no podemos mentirnos, ya que lo que estamos 


provocando es un evento de no aprobación del Acuerdo. Se trataría de un evento político, de Política 
Exterior, que lleva a no aprobar el Acuerdo con Argentina. Si se utiliza esa arma, que es hacer la 
interpretación oficialmente, vamos a ir hacia eso. Y también es cierto que la propia Convención del 
Derecho de los Tratados dice que en el período previo a la aprobación el país debe actuar de buena fe 
para la consecución de los fines por los cuales se firmó el Acuerdo. Con esto apunto a que ya el 
Uruguay podría tener responsabilidad internacional, eventualmente, si no hace todo lo posible para 
aprobarlo o, si evita aprobarlo, que sea por buenas razones. Lo que quiero decir es que deberíamos 
tener un dossier clarísimo en cuanto a que tenemos una sospecha fundada de que Argentina lo va a 
aplicar en contra de su espíritu; de lo contrario, esto podría resultar en nuestra contra más adelante, y 
sabemos además que la diplomacia argentina no es sencilla. Este es el primer camino. 


En cuanto al segundo camino, que es el de no decir nada, yo también creo que la 
Administración Fiscal en primer término -que va a ser la que tome las solicitudes- y, eventualmente, 
luego los jueces -en algunos procedimientos como el del levantamiento del secreto bancario- podrían 
decir que se va a interpretar de determinada manera. Ahora bien; ¿cómo deberían interpretarlo? Según 
el Derecho de los Tratados, con respecto a la primera correspondencia hay que tener en cuenta las 
interpretaciones ulteriores que hayan dado ambas partes, es decir, las bilaterales. Esa es la 
correspondencia de la que hablábamos. Si no existiera esa correspondencia, lo que dice el Derecho de 
los Tratados es que, en primer lugar, está el sentido corriente de los términos y su objeto y fin. En 
segundo lugar, se habla de cuando exista ambigúedad u oscuridad, o la interpretación conduzca a un 
resultado manifiestamente absurdo o irrazonable -deberíamos entender que sería el caso- en sus 
trabajos preparatorios y la circunstancia de su celebración, lo que de ninguna manera impide que se 
consideren aspectos como el orden público. 


Mi duda radica en que no tengo todos los elementos -creo que el doctor Costa tampoco- como 
para saber cómo fueron los trabajos preparatorios y la historia fidedigna de la negociación. Por 
ejemplo, si hubiera existido en esta cláusula concreta de retroactividad, una cláusula anterior que 
aclarara más la irretroactividad y se hubiera excluido deliberadamente por los negociadores, creo que 
Argentina tendría sólidos fundamentos para decir que no sólo es retroactivo sino que lo es en los 
términos contrarios a los que nosotros pensamos. Eso sería peligroso, y para usar esa arma 
tendríamos que saber bien cómo han sido las negociaciones, a fin de ver cómo se interpretaría. 


En cualquier caso, reitero, si lo hacemos oficialmente generamos un evento de entidad política 
relevante, y si lo hacemos después, tiene que ser con un absoluto conocimiento de cómo fueron los 
trabajos preparatorios de la negociación. Esto es así porque si un juez cándidamente -o la propia 
Administración fiscal- lo interpretaran en contra de esa historia, claramente Argentina podría ampararse 
en el Derecho de los Tratados para decir que no fue buena la interpretación. Eso es lo que entiendo. 


SEÑOR RUBIO.- Quiero hacer un comentario pensando en los eventos políticos. Lo relativo a cuáles 
fueron los alcances de la negociación está expresado por lo que manifestaron acá, en el Parlamento, 
los Ministros de Relaciones Exteriores y de Economía y Finanzas, quienes participaron del proceso 
negociador. Incluso, si se deseara, podrían ser más explícitos. La voluntad del Parlamento, en 
consonancia con la del Poder Ejecutivo, de que esto no puede tener un efecto retroactivo también 
puede expresarse -no en un artículo 2.*- en una declaración del Senado. Reconozco que tiene distinto 
valor, pero también tiene distinto alcance político en cuanto al relacionamiento con Argentina. El 
Senado podría hacer una declaración en la que, pacíficamente, interprete lo que sostiene el doctor 
Costa, de acuerdo con lo que manifestó el Poder Ejecutivo. 


En definitiva, acá hay distintas posibilidades; lógicamente, tienen distintos efectos jurídicos y 
diferentes impactos políticos, que deberán ser evaluados en el Senado. 


SEÑOR LOAIZA.- Simplemente quiero hacer una aclaración al señor Senador Rubio. Entiendo que, 
efectivamente, la comparecencia del señor Ministro y de sus asesores al Parlamento a explicar el 
alcance de la norma forma parte de los elementos para interpretar el Acuerdo, y Argentina debería 
reconocerlo. Pero yo me refería a aspectos que podamos no conocer -porque es normal que eso 
suceda en una negociación- y que no hayan sido expuestos por el señor Ministro. Puede haber 
comunicaciones internas durante el proceso de negociación y no dudo que Argentina las utilizaría si 
fuera necesario. 


En cuanto a la declaración, es algo a valorar, pero no podría ser nunca oponible a Argentina; 
esta la desconocería. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No le es oponible. 


SEÑOR COSTA.- Personalmente, había pensado en la posibilidad de que el Senado hiciera una 
especie de manifestación -como decía el señor Senador Rubio- expresando la voluntad de un ámbito 
en el que está representado todo el sistema político uruguayo. Es una señal al navegante para decirle 
a la República Argentina que si, en alguna oportunidad llegara a aplicar el Acuerdo en forma retroactiva 
o a incriminar penalmente a algún ciudadano que tenga bienes acá, sería una razón para denunciarla. 
Entiendo que esto es político y tiene un valor diferente al de la reserva pero, sinceramente, como 
abogado -y estoy seguro que el doctor Loaiza lo va a compartir- uno busca argumentos del mejor tenor 
y Calibre sobre la voluntad en cada instancia de aprobación de un instrumento, sea legal o de Derecho 
Internacional. Quizás sea más metajurídico, pero como ciudadano me caería muy bien una declaración 
en la que se muestre cuál es la voluntad de este Parlamento. Sé que el efecto jurídico no es el mismo, 
pero al menos me está mandando una señal al navegante -que no es poca cosa- y, eventualmente, 
podría ayudar a algún ciudadano que tuviera que defenderse penalmente en Argentina. Entiendo que 
no tiene nada que ver con el Derecho de los Tratados, pero podría ayudarlo como argumento. Reitero 
que los abogados buscamos argumentos donde existen pistas; en la picardía de la defensa, no me 
desagrada. 


SEÑOR LOAIZA.- Lamento que hoy no esté presente el señor Senador Baráibar, pero traje a la 
Comisión el libro que él mencionó, que tiene elementos que pueden servir para interpretar este 
Acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si ningún señor Senador desea hacer otra pregunta, agradecemos a los 
doctores Costa y Loaiza la información brindada. 


(Se retiran de Sala los doctores Costa y Loaiza.) 


Tenemos una solicitud de audiencia de la Cámara Inmobiliaria del Uruguay para tratar este 
tema. Si los señores Senadores están de acuerdo, podrían ser recibidos en la próxima sesión. 


Además, hay un pedido de la Cámara de Representantes, concretamente de la señora 
Diputada Tourné, quien me solicitó, junto con el Embajador de Panamá, la aprobación del Convenio de 
Cooperación Cultural y Educativa con el Gobierno de la República de Panamá, que ya fue informado 
por el señor Senador Michelini. Aparentemente, de esto dependerían una cantidad de ayudas que 
pueden servir al país. 


En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SEÑOR PENADÉS.- Propongo al señor Senador Michelini como miembro informante. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 16 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


